
Señor:  
Juez (Reparto)  
E.          S.        M.  
 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA CONTRA COMISIÓN NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL, la ALCALDÍA DIISTRITAL DE BARRANQUILLA, la SECRETARÍA 
DE GESTIÓN HUMANA DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA, y la OFICINA DE 
REGISTRO DE TRANSITO DE LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD 
VÍAL DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA.  
 

Yo Carmen Dilia Gonzalez Pallares, mayor de edad e identificada con cedula de 
ciudadanía No 1.143.425.570 expedida en Barranquilla, y madre cabeza de hogar 
de la menor Sara Gonzalez Pallares identificado con registro civil 1043690496, por 
medio del presente escrito presento ACCIÓN DE TUTELA en contra la COMISIÓN 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL con Nit Nit.890.900.286 - 0, ALCALDIA 
DISTRITAL DE BARRANQUILLA identificada con Nit 8901020181, la 
SECRETARÍA DE GESTIÓN HUMANA DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA, y la 
OFICINA DE REGISTRO DE TRANSITO DE LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y 
SEGURIDAD VÍAL DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA, basándome en los 
siguientes  

HECHOS  
  

Fui vinculada a la Alcaldía Distrital de Barranquilla el 3 de febrero de 2014, y me 
encuentro registrada en el formulario G más del aplicativo Gestión humana como 
Auxiliar Administrativo con el código 407 grado 2 en provisionalidad, asignada a la 
Secretaría de Tránsito y Seguridad Vial de Barranquilla, hasta el 10 de diciembre de 
2021, fecha en la cual se me notificó la Resolución No. 04806 de 2021 mediante la 
cual me declararon insubsistente y se nombró a otra persona en periodo de prueba.  
  
Que el cargo que ocupaba no fue ofertado a través de concurso de méritos, o dentro 
del proceso de selección de la Comisión Nacional del Servicio Civil No. 758 de 2018 
en la convocatoria territorial Norte y en la que me encontraba activa en el servicio 
hasta el día 10 de diciembre de 2021.  
  
Que el día 10 de diciembre de 2021, fue notificada de la resolución No. 04806 de 
2021, “por medio del cual se efectúa un nombramiento en periodo de prueba y se 
declara insubsistente un nombramiento provisional en cumplimiento de una orden 
judicial de tutela”, indicándome que declara insubsistente del cargo que desempeñe 
como Auxiliar Administrativo Código 407 grado 2 de la planta global de la Alcaldía 
Distrital de Barranquilla.  
  
Que dentro de la convocatoria del proceso de selección No. 758 de 2018-
Convocatoria territorial Norte, no se ofertó los cargos de Auxiliares Administrativos 
Código 407 grado 2, de la oficina de Registro de Tránsito de la Secretara de Tránsito 
y Seguridad Vial que ocupaba, sino a una vacante en la Secretaría de Educación, 



vulnerando mis derechos laborales y fundamentales toda vez que mi cargo no 
estuvo ofertado en la mencionada convocatoria.   
  
Que además no se tuvo en cuenta mi condición de madre cabeza de familia, que 
fue puesta en conocimiento con antelación a la Gerencia de Talento Humano desde 
que fui vinculada y ratificada el 30 de septiembre de 2021,en la que anexe copia de 
mi cedula y registro de mi hija.    
   
  
Que, como madre cabeza de hogar, el legislador me otorga una protección 
especial por lo que el legislador a manifestado: La condición de madre cabeza 
de familia requiere la confluencia de los siguientes elementos, a saber: (i) que 
la mujer tenga a su cargo la responsabilidad de hijos menores de edad o de 
otras personas “incapacitadas” para trabajar; (ii) que la responsabilidad 
exclusiva de la mujer en la jefatura del hogar sea de carácter permanente; (iii) 
que exista una auténtica sustracción de los deberes legales de manutención 
por parte de la pareja o del padre de los menores de edad a cargo; y (iv) que 
exista una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la 
familia. De igual modo, la verificación de las circunstancias anteriormente 
enunciadas debe realizarse en el marco de un procedimiento administrativo, 
que otorgue la plenitud de las garantías propias del derecho fundamental al 
debido proceso.  
 

APLICACION DEL RETEN SOCIAL RESPECTO DE LAS MADRES Y LOS 
PADRES CABEZA DE FAMILIA-Reglas jurisprudenciales  
Corresponde ahora precisar algunas de las principales reglas que ha establecido la 
jurisprudencia constitucional en la aplicación del denominado “retén social” respecto 
de la desvinculación de madres o padres cabeza de familia en el marco de ajustes 
institucionales de la administración: (i) En los procesos de modificación de la 
estructura de la administración pública (reestructuración, fusión, o liquidación de 
entidades, por ejemplo) en los que exista supresión de cargos, las entidades 
públicas deben observar los parámetros propios de la estabilidad laboral de los 
servidores públicos beneficiarios del denominado “retén social”. (ii) La estabilidad 
laboral derivada del “retén social” es aplicable tanto para funcionarios de carrera 
administrativa como para servidores vinculados en provisionalidad, así como para 
trabajadores oficiales. No obstante, cuando se trata de la permanencia de 
trabajadores beneficiarios del “retén social” vinculados en provisionalidad por un 
término definido, la administración puede retirarlos cuando existan razones 
objetivas del servicio que justifiquen de manera suficiente la desvinculación de 
dichos funcionarios. (iii) Los trabajadores que alegan ser beneficiarios del “retén 
social” deben informar oportunamente a su empleador esta circunstancia, so pena 
de perder su derecho a recibir la protección especial derivada de su condición, en 
razón de su falta de diligencia. (iv) La estabilidad laboral reforzada de la cual son 
titulares los beneficiarios del “retén social” cobija tanto al sector central de la 
administración pública como al descentralizado. Así mismo, es predicable de los 
servidores públicos vinculados a instituciones del orden nacional y de las entidades 
territoriales. (v) Las medidas que adopten las entidades públicas en el marco de la 



aplicación de la protección derivada del denominado “retén social” no pueden 
implicar un trato discriminatorio entre las personas o grupos que son titulares de 
especial protección. Por tanto, no sería admisible garantizar la estabilidad laboral 
de las personas en situación de discapacidad y excluir de protección a los “pre 
pensionados”. (vi) Finalmente, se reitera que la estabilidad laboral originada en el 
llamado “retén social” no es absoluta. Por tanto, los titulares de esta protección 
pueden ser desvinculados cuando medie una justa causa de terminación de la 
relación laboral debidamente comprobada. Además, su estabilidad laboral se 
materializa mediante el reintegro —siempre y cuando ello se encuentre dentro de 
las posibilidades fácticas y jurídicas— y se extiende hasta la terminación definitiva 
del proceso liquidatario de la entidad respectiva o hasta que cesen las condiciones 
que originan la especial protección.  
 

Protección especial de las personas cabeza de familia en el marco de los procesos 
de restructuración administrativa y las condiciones para pertenecer al 
denominado “retén social”.  
   
De conformidad con el artículo 209 de la Constitución Política, la administración 
pública está al servicio del interés general y debe desarrollarse con fundamento en 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía y celeridad, entre otros.  
   
Por consiguiente, el cumplimiento de los fines del Estado exige una actividad 
permanente de los órganos que ejercen la función administrativa y, por tanto, es 
natural que existan procesos de reforma institucional con el fin de adaptar la 
estructura de la administración a las necesidades sociales, entre las que se 
encuentran: la adecuada garantía de la prestación de los servicios públicos, la 
sostenibilidad económica y la eficiencia de la administración pública.  
   
En este sentido, la Corte Constitucional ha reconocido que los procesos de 
reestructuración pueden tener intensidades distintas, cuyos efectos inciden en 
mayor o menor medida según el caso. No obstante, siempre debe tenerse en cuenta 
que estas transformaciones originan múltiples consecuencias tanto para los 
trabajadores como para la comunidad en general.  
   
Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sido enfática en sostener que los 
procesos de reestructuración administrativa no pueden desconocer los derechos de 
los trabajadores, especialmente cuando se trata de servidores que, por sus 
condiciones particulares, se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad 
que, a su vez, dificulta su inserción en el mercado laboral una vez son desvinculados 
de su empleo.  
   
Así, cuando la supresión de cargos en el marco de los procesos de reestructuración 
involucra los derechos de trabajadores que pueden resultar perjudicados en mayor 
grado con tales decisiones administrativas, se deben tomar medidas para garantizar 
la especial protección de la cual son titulares dichas personas, con fundamento en 
los artículos 13, 43, 46 y 47 de la Constitución.  
   



Ahora bien, como se expresó anteriormente, el Legislador ha adoptado diversas 
acciones afirmativas en cumplimiento de su deber de garantizar la igualdad material 
de las madres cabeza de familia. En particular, una de las medidas más importantes 
que ha expedido el Congreso de la República en esta materia es el artículo 12 de la 
Ley 790 de 2002, en el cual se estableció la política comúnmente denominada “retén 
social” en el marco del Programa de Renovación de la Administración Pública 
(PRAP).  
   
Es pertinente destacar que la Ley 790 de 2002 fue expedida dentro del marco de un 
proceso de modernización de la administración pública, que tenía como objetivo 
crear, suprimir y fusionar diversas entidades públicas del orden nacional. Sin 
embargo, el Legislador decidió incorporar mecanismos de protección de los 
derechos de algunos trabajadores que, debido a sus especiales condiciones, 
podrían resultar gravemente perjudicados durante el proceso de reestructuración.  
   
Por consiguiente, el artículo 12 de la Ley 790 de 2002 dispone que, de conformidad 
con la reglamentación establecida por el Gobierno Nacional, no podrán ser 
retirados en el desarrollo del Programa de Renovación de la Administración Pública 
(PRAP): (i) las madres cabeza de familia sin alternativa económica, (ii) las personas 
con limitación física, mental, visual o auditiva y (iii) las personas próximas a 
pensionarse.  
   
44. A su vez, el Decreto 190 de 2003 reglamentó la Ley 790 de 2002, el cual 
estableció las principales condiciones para el ejercicio de la protección especial 
consagrada en la norma legal. Particularmente, en relación con las madres cabeza 
de familia, el citado decreto definió, para los efectos de la citada ley: (i) el concepto 
de madre cabeza de familia sin alternativa económica (ii) el trámite para acreditar la 
referida condición; y (iii) la duración de la estabilidad laboral reforzada, la cual se 
circunscribe al tiempo en el cual persistan las circunstancias que la originan.  
   
 Igualmente, es oportuno aclarar que en la sentencia C-991 de 2004, se declaró 
la inexequibilidad del límite temporal establecido para la protección derivada 
del “retén social” pues la Corte Constitucional estimó que se trataba de una medida 
desproporcionada con sujetos en condiciones de debilidad manifiesta que, además, 
desconocía la prohibición de retroceso en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales.  
   
Sin perjuicio de lo anterior, la Corte Constitucional ha estimado que la protección de 
las mujeres cabeza de familia en el marco de procesos de reestructuración es 
un “mandato constitucional y por tanto no puede limitarse su aplicación a las 
precisas circunstancias de la Ley 790 de 2002” . En este orden de ideas, esta 
Corporación ha reconocido que la protección a la mujer por su especial condición 
de madre cabeza de familia es de origen supralegal. Por lo tanto, la estabilidad 
laboral derivada del retén social no se restringe a la modificación de la estructura de 
la administración en el orden nacional o en el nivel central de la Rama Ejecutiva.  
   



Así las cosas, ha dicho la Corte que el denominado “retén social” “es uno de los 
mecanismos para proteger la estabilidad laboral reforzada” de los grupos de 
servidores públicos que, por sus condiciones de especial vulnerabilidad, son 
titulares de esta protección. En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha 
considerado que el llamado “retén social” es apenas una de las medidas que puede 
garantizar los derechos fundamentales involucrados en la permanencia en el 
empleo público de los trabajadores próximos a pensionarse, de las personas cabeza 
de familia y de las personas en situación de discapacidad.  
   
 Con todo, es importante resaltar que la protección especial prevista en el 
ordenamiento jurídico para las madres y los padres cabeza de familia en el marco 
de los procesos de reestructuración no es ilimitada ni absoluta. Por el contrario, esta 
Corporación ha considerado que la estabilidad laboral que se deriva del “retén 
social” tiene dos restricciones principales:  
(i) Por una parte, los servidores públicos que se encuentran cobijados por la garantía 
de estabilidad laboral como consecuencia del denominado “retén social” pueden ser 
desvinculados siempre que exista una justa causa de terminación de la relación 
laboral debidamente comprobada; y  
   
(ii) Por otra parte, la estabilidad laboral reforzada de los servidores públicos derivada 
del “retén social” se extiende hasta la terminación definitiva del 
proceso liquidatario de la entidad respectiva o hasta que cesen las condiciones que 
originan la especial protección.  
   
En consecuencia, ha dicho la Corte, “la estabilidad laboral reforzada derivada del 
llamado retén social, no es de carácter absoluto, pues no existe un derecho 
fundamental a la conservación perpetua del trabajo o a la permanencia indefinida 
en el mismo”. De esta manera, se armoniza la garantía de la igualdad material de 
los trabajadores cobijados por el “retén social” y los principios de la función 
administrativa que justifican los procesos de reestructuración en el sector público.  
   
En consecuencia, de lo anterior, en cuanto al alcance de la protección derivada del 
denominado “retén social”, debe señalarse que la jurisprudencia constitucional ha 
reconocido que la mejor forma de garantizar los derechos fundamentales de las 
madres cabeza de familia en el marco de esta política “consiste en ordenar su 
reintegro y dejar sin efecto las indemnizaciones reconocidas”. De hecho, ha 
sostenido la Corte que “el pago de la indemnización debe ser concebida como 
la última alternativa para reparar el daño derivado de la liquidación de la empresa, 
por cuanto corresponde al derecho en cabeza de todos los servidores públicos y no 
sólo de los sujetos de especial protección”.  
   
 No obstante, la Corte Constitucional también ha reconocido que la protección 
especial derivada del “retén social” “sólo puede ser extendida hasta que haya 
posibilidades fácticas y jurídicas de otorgarla” . Por ende, es indispensable tener en 
cuenta las limitaciones propias de los procesos de reestructuración, fusión o 
liquidación de entidades y se deben ponderar los principios constitucionales de la 



función administrativa con la especial protección de la que son titulares los 
servidores públicos beneficiarios del “retén social”.  
   
En razón de lo anterior, en el marco del “retén social”, esta Corporación ha acudido 
a dicha ponderación en los siguientes escenarios:  
   
(i) Cuando se pretende el reintegro a una entidad cuyo proceso de liquidación ya ha 
concluido. En estos casos, ante la terminación de la existencia jurídica de la 
institución correspondiente, no procede ordenar el reintegro sino el pago de los 
salarios y prestaciones dejadas de percibir desde el momento de la desvinculación 
hasta la liquidación definitiva de la empresa.  
   
(ii) En el caso de los “prepensionados”, cuando se trata de procesos liquidatorios, la 
Corte Constitucional ha establecido que “la orden no puede ser el reintegro del 
trabajador al cargo que desempeña”, pues es lógico que en desarrollo del 
proceso liquidatorio se supriman paulatinamente los puestos de trabajo existentes, 
haciéndose innecesario, por consiguiente, mantener el mismo número de 
empleados o funcionarios en la planta de personal de la institución en liquidación. 
Por consiguiente, en un ejercicio de armonización de los principios implicados, la 
Corte determinó que, una vez suprimido el cargo, además del pago de las 
prestaciones e indemnizaciones laborales correspondientes, se debía garantizar el 
pago de los aportes al régimen pensional respectivo hasta tanto se cumplieran los 
requisitos para acceder a la pensión de vejez.  
   
(iii) Finalmente, en los procesos de reestructuración, cuando se suprime el cargo 
que ocupa una persona beneficiaria del denominado “retén social” y en la nueva 
planta de la entidad no existe un cargo igual o equivalente, por lo que el reintegro 
se torna imposible. En estos supuestos, corresponde el pago de las 
acreencias laborales correspondientes y, si se trata de servidores de carrera 
administrativa, se debe sufragar la indemnización prevista en el artículo 44 de la Ley 
909 de 2004.  
   
51. Igualmente, debe advertirse que la Corte Constitucional ha estimado que la 
estabilidad laboral reforzada derivada del llamado “retén social” es una protección 
que “depende o está en función, en cualquier escenario, de la naturaleza del vínculo 
o la causa y el contexto de su terminación”. Por ende, el alcance de esta figura debe 
analizarse en atención a la naturaleza y los elementos esenciales del vínculo laboral 
establecido entre la administración y los servidores públicos.  
   
De este modo, en aplicación de dicha regla jurisprudencial, esta Corporación ha 
sostenido que: (i) la protección originada en el llamado “retén social” no se extiende 
a los servidores públicos que ocupan cargos en la planta de personal temporal de 
las entidades públicas; (ii) por regla general, los empleados públicos de libre 
nombramiento y remoción, que relaciona el numeral 2 del artículo 5 de la Ley 909 
de 2004, no gozan de estabilidad laboral reforzada; y (iii) cuando se trata de 
servidores públicos que ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa 
y que pertenecen a alguno de los grupos titulares de la especial protección derivada 



del “retén social”, el amparo de la estabilidad laboral reforzada prospera únicamente 
si existe un margen de maniobra para la administración en cuanto a la provisión del 
empleo, en razón de la diferencia entre las plazas ofertadas y aquellas 
efectivamente proveídas mediante la lista de elegibles correspondiente.  
   
Así las cosas, como fue expuesto en los fundamentos jurídicos 48 a 51 de la 
presente decisión, la Corte Constitucional ha considerado que la protección 
derivada del “retén social” no es absoluta ni ilimitada. Por tanto, dado que dicha 
salvaguarda sólo puede garantizarse en el marco de las posibilidades fácticas y 
jurídicas de otorgarla, resulta indispensable ponderar los principios de la función 
administrativa (y, a partir de ellos, las circunstancias propias de los procesos de 
reestructuración de la administración) con los derechos fundamentales de los 
titulares de la protección laboral reforzada.  
   
De este modo, se reitera la regla jurisprudencial que indica que la desvinculación de 
los trabajadores del “retén social” puede ocurrir cuando se presenten causales 
objetivas que no tengan relación con la condición que precisamente origina su 
protección especial, como la existencia de una justa causa de terminación de la 
relación laboral debidamente comprobada, la conclusión definitiva del 
proceso liquidatario de la entidad respectiva o el cese de las condiciones que 
originan la especial protección.  
   
A continuación, la Sala se referirá al caso particular de los servidores 
públicos vinculados en provisionalidad por un período de tiempo determinado, 
previsto desde su nombramiento. En este tipo de casos, se estima que estos 
funcionarios son titulares de la protección derivada del “retén social”. Sin embargo, 
la entidad correspondiente está facultada para desvincularlos siempre que existan 
razones objetivas del servicio que justifiquen de manera suficiente el retiro de dichos 
funcionarios en cada caso particular. Como es evidente, en tales casos no bastará 
con que se afirme la existencia de un proceso de reestructuración o liquidatario.  
   
Esta precisión se sustenta en que la vinculación de funcionarios en provisionalidad 
por un período establecido obedece a unas lógicas temporales y de necesidades 
concretas del servicio que pueden desaparecer. Por tanto, resultaría 
desproporcionado que se obligara a la entidad pública a mantener una relación 
laboral, que desde un principio se sujetó a un plazo determinado, cuando se 
extinguieron completamente las razones que justifican la permanencia del 
trabajador vinculado en provisionalidad.  
   
En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que los servidores 
públicos que se encuentran en provisionalidad gozan de cierta estabilidad laboral 
que ha denominado como relativa o intermedia, en la medida en que no se puede 
asimilar completamente a aquella a la cual tienen derecho los funcionarios de 
carrera administrativa.  
   
Con todo, es indispensable resaltar que, en cualquier caso, la carga argumentativa 
de demostrar plenamente que existen razones objetivas del servicio, que justifican 



con suficiencia la desvinculación del funcionario nombrado en provisionalidad por 
un término definido, recae en la administración.  
   
En consecuencia, la Sala considera que los funcionarios vinculados en 
provisionalidad por un período de tiempo determinado, previsto de antemano desde 
su nombramiento, son titulares de la protección especial derivada del “retén 
social” y, en esta medida, son beneficiarios de estabilidad laboral reforzada en el 
curso de los procesos de reestructuración administrativa de las instituciones 
públicas. No obstante, la entidad respectiva puede desvincular a estos servidores 
siempre que satisfaga la carga argumentativa requerida para tal efecto, es decir, 
que justifique plenamente la existencia de razones objetivas del servicio para el 
retiro de los trabajadores que se encuentran en esta condición.  
   
De esta manera, se protegen adecuadamente los derechos fundamentales de los 
funcionarios públicos que se encuentran en la situación referida, pues para su 
desvinculación por razones del servicio no basta con la existencia de un proceso de 
reestructuración, sino que se debe justificar debidamente que, en el caso concreto, 
existen razones objetivas para el retiro del servidor público titular de la protección 
especial derivada del “retén social”.  
   
En suma, el llamado “retén social” es una acción afirmativa que materializa el deber 
constitucional que tiene el Estado de conceder un trato diferenciado a las mujeres 
cabeza de familia que se encuentran en estado de debilidad manifiesta. Además, 
es uno de los mecanismos previstos por el Legislador para garantizar la estabilidad 
laboral de las madres y padres cabeza de familia. Esta medida de protección 
especial deriva directamente de los mandatos constitucionales de protección a la 
igualdad material y a los grupos poblacionales anteriormente mencionados, dado 
que podrían sufrir consecuencias especialmente graves con su desvinculación.  
   
No obstante, la estabilidad laboral reforzada derivada del llamado “retén social”, no 
es de carácter absoluto, pues no existe un derecho fundamental a la conservación 
perpetua del trabajo o a la permanencia indefinida en el mismo. Así, en el marco de 
los ajustes institucionales propios de los procesos de reestructuración de la 
administración pública, se debe garantizar la permanencia de los servidores 
públicos que tengan derecho a la protección especial derivada del “retén social”, en 
los términos señalados en los párrafos anteriores.  
   
Reglas jurisprudenciales sobre la aplicación del denominado “retén social” respecto 
de las madres y los padres cabeza de familia.  
Con fundamento en las consideraciones precedentes, corresponde ahora precisar 
algunas de las principales reglas que ha establecido la jurisprudencia constitucional 
en la aplicación del denominado “retén social” respecto de la desvinculación de 
madres o padres cabeza de familia en el marco de ajustes institucionales de la 
administración:  
   
(i) En los procesos de modificación de la estructura de la administración pública 
(reestructuración, fusión, o liquidación de entidades, por ejemplo) en los que exista 



supresión de cargos, las entidades públicas deben observar los parámetros propios 
de la estabilidad laboral de los servidores públicos beneficiarios del 
denominado “retén social”.  
   
(ii) La estabilidad laboral derivada del “retén social” es aplicable tanto para 
funcionarios de carrera administrativa como para servidores vinculados en 
provisionalidad, así como para trabajadores oficiales.  
   
No obstante, cuando se trata de la permanencia de trabajadores beneficiarios 
del “retén social” vinculados en provisionalidad por un término definido, la 
administración puede retirarlos cuando existan razones objetivas del servicio que 
justifiquen de manera suficiente la desvinculación de dichos funcionarios.  
(iii) Los trabajadores que alegan ser beneficiarios del “retén social” deben informar 
oportunamente a su empleador esta circunstancia, so pena de perder su derecho a 
recibir la protección especial derivada de su condición, en razón de su falta de 
diligencia.  
   
(iv) La estabilidad laboral reforzada de la cual son titulares los beneficiarios 
del “retén social” cobija tanto al sector central de la administración pública como al 
descentralizado. Así mismo, es predicable de los servidores públicos vinculados a 
instituciones del orden nacional y de las entidades territoriales.  
   
(v) Las medidas que adopten las entidades públicas en el marco de la aplicación de 
la protección derivada del denominado “retén social” no pueden implicar un trato 
discriminatorio entre las personas o grupos que son titulares de especial protección. 
Por tanto, no sería admisible garantizar la estabilidad laboral de las personas en 
situación de discapacidad y excluir de protección a los “pre pensionados”.  
   
(vi) Finalmente, se reitera que la estabilidad laboral originada en el llamado “retén 
social” no es absoluta. Por tanto, los titulares de esta protección pueden ser 
desvinculados cuando medie una justa causa de terminación de la relación laboral 
debidamente comprobada. Además, su estabilidad laboral se materializa mediante 
el reintegro —siempre y cuando ello se encuentre dentro de las posibilidades 
fácticas y jurídicas— y se extiende hasta la terminación definitiva del 
proceso liquidatario de la entidad respectiva o hasta que cesen las condiciones que 
originan la especial protección  
  
   
  

DERECHOS VULNERADOS  
 

En el presente caso la CONTRA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, la 
ALCALDÍA DIISTRITAL DE BARRANQUILLA, la SECRETARÍA DE GESTIÓN HUMANA 
DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA, y la OFICINA DE REGISTRO DE TRANSITO DE LA 
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y SEGURIDAD VÍAL DEL DISTRITO DE 

BARRANQUILLA, me está vulnerando a y a mi hija los derechos fundamentales, al 
debido proceso, derecho a la igualdad, derecho al mínimo vital, derecho al trabajo, 



derecho a la estabilidad laboral reforzada, derecho a la vida digna, y derecho al 
acceso a la seguridad social.  
DERECHO AL DEBIDO PROCESO – Comprende el derecho al juez natural, a ser 
juzgado conforme a las formas de cada juicio y a la garantía de audiencia y defensa 
/ NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO – Para decretarla la irregularidad debe 
ser grave e insanable La Sala reitera que el derecho fundamental al debido proceso, 
consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, es una garantía para 
equilibrar la relación autoridad - libertad, relación que surge entre el Estado y los 
asociados, y está prevista en favor de las partes y de los terceros interesados en 
una actuación administrativa o judicial. Según el artículo 29 de la Constitución 
Política, el debido proceso comprende fundamentalmente tres grandes elementos: 
i.) El derecho al juez natural o funcionario competente; ii.) El derecho a ser juzgado 
según las formas de cada juicio o procedimiento, esto es, conforme con las normas 
procesales dictadas para impulsar la actuación judicial o administrativa y, iii.) Las 
garantías de audiencia y defensa, que, desde luego, incluyen el derecho a ofrecer 
y producir la prueba de descargo, la presunción de inocencia, el derecho a la 
defensa técnica, el derecho a un proceso público y sin dilaciones, el derecho a que 
produzca una decisión motivada, el derecho a impugnar la decisión y la garantía de 
non bis in ídem. No obstante, para que los actos administrativos sean nulos, la 
irregularidad debe ser grave pues, en principio, en virtud del principio de eficacia, 
hay irregularidades que pueden sanearse por la propia administración, o entenderse 
saneadas, si no fueron alegadas, esto, en procura de la efectividad del derecho 
material objeto de la actuación administrativa. FUENTE FORMAL: CONSTITUCION 
POLITICA – ARTICULO 29  
Derecho a la igualdad Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante 
la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y 
efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El 
Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta 

y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.  
El derecho al mínimo vital se fundamenta en la dignidad humana, la solidaridad, la 
libertad, la igualdad material y el Estado social, al considerar que las personas, para gozar 
plenamente de su libertad, necesitan un mínimo de seguridad económica y de la 
satisfacción de sus necesidades básicas. Por ende, constituye el derecho a gozar de 

unas prestaciones e ingresos mínimos que aseguren a toda persona su 
subsistencia y un nivel de vida digno, así como la satisfacción de las necesidades 
básicas. Ahora bien, en el ámbito internacional podemos encontrar algunas normas 
que incluyen el derecho al mínimo vital, aunque no con esa denominación.  
 

DERECHO AL TRABAJO EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS  
   
El trabajo se preserva por la normativa constitucional "en condiciones dignas y 
justas", es decir, sobre el supuesto de que quien aporta su esfuerzo a cambio 



de la remuneración es un ser humano, que constituye finalidad y propósito de la 
organización política, del orden jurídico y de las autoridades, y jamás un medio 
ni un instrumento para alcanzar otros fines, sean ellos particulares o públicos.  
 TRABAJO-Debe ser remunerado/SALARIO-Inalienabilidad/PRINCIPIO DE 
PRIMACIA DE REALIDAD SOBRE FORMALIDADES ESTABLECIDAS POR 
SUJETOS DE RELACIONES LABORALES  
 Es propio de la dignidad en que debe desenvolverse la relación laboral que el 
trabajo se remunere proporcionalmente a su cantidad y calidad. Todo trabajo 
debe ser remunerado, desde el primer minuto en que se presta, pues del salario 
depende la subsistencia del trabajador y el sostenimiento de su familia. Que se 
le pague por vincular su fuerza, su ingenio, su pericia y su tiempo a las 
finalidades de otro es algo que se constituye en derecho inalienable a partir del 
trabajo mismo y no por las solemnidades o trámites de índole legal o 
reglamentario con base en las cuales se haya pactado la prestación de servicios 
personales. El artículo 53 de la Constitución señala como postulado, insustituible 
en el Estatuto del Trabajo que debe expedir el legislador, el de la "primacía de 
la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones 
laborales".  
 RESPONSABILIDAD DEL NOMINADOR-Ejecución de labores de manera 
anticipada/DERECHO DEL TRABAJADOR AL SALARIO-Pago en tiempo que 
no se había posesionado  
 Existe una clara responsabilidad, en cabeza del nominador, por permitir o 
propiciar que las labores de quien todavía no es servidor público principien a 
ejecutarse de manera anticipada, más todavía si para el pago respectivo no hay 
partida presupuestal a la que pueda darse ese destino. Se trata de una falta que 
debe sancionarse por la autoridad competente, en cuanto afecta las finanzas 
públicas, entorpece el adecuado funcionamiento administrativo y perjudica al 
servidor público. Pero, claro está, ninguna de las circunstancias descritas puede 
llevar a la consecuencia de que el derecho del trabajador al pago de su salario 
y prestaciones, por el tiempo en que no había tomado posesión del cargo, quede 
burlado. El trabajador no es el responsable de que se hubiera comenzado a 
aprovechar sus servicios antes de los trámites legales, ni puede ser quien 
asuma las consecuencias de la imprevisión, la falta de cuidado, la demora o la 
mala fe de la administración.  
 SALARIO-Pago por inicio de labores/DERECHO AL TRABAJO EN 
CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS-Pago de salarios por efectiva prestación de 
servicios/PARTIDA PRESUPUESTAL-Disponibilidad o inicio trámite de adición  
 La orden de trabajo, verbal o escrita, compromete a la entidad y genera 
derechos a favor del trabajador. El solo hecho de que éste inicie sus labores 
obliga al pago, independientemente de la responsabilidad de quien lo haya 
vinculado irregularmente. En casos en el que ha sido probada la efectiva 
prestación de los servicios por el trabajador, cabe la tutela para defender la 
efectividad del derecho al trabajo en condiciones dignas y justas, y para ordenar 
que se efectúen los pagos correspondientes, siempre que haya disponibilidad 
presupuestal. Si no la hubiere, la administración deberá iniciar los trámites 

pertinentes de manera inmediata.  



PRETENSIONES  
 

1. Solicito respetuosamente su señoría que se me reintegre a mí, Carmen 
Dilia Gonzalez Pallares identificada con Cedula de Ciudadanía 
1.143.425.570 a la planta de la Alcaldía Distrital de Barranquilla en el cargo 
de Auxiliar Administrativo código 407 grado 2 o a uno de superior 
categoría, que no se encuentre ofertado en la convocatoria No758 de 2018, 
de acuerdo a lo expuesto en la parte emotiva del presente escrito.  

2. Solicito la suspensión de la resolución 04806 de 2021 mediante la cual se 
declaro mi insubsistencia del cargo que venía desempañando, hasta tanto 
se adopten las medidas necesarias que adopten una protección 
constitucional.  

3. Solicito el reintegro sin solución de continuidad, al cargo que desempeñaba 
en provisionalidad y el cual no fue ofertado en convocatoria publica de 
empleo.  

4. Solicito la suspensión provisional, de los efectos de la decisión principal y 
subsidiaria, contenida en la resolución 04806 de 4 de noviembre de 2021 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

  
Me fundamento en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, sus 
decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992, en los fallos de la Corte 
Constitucional y demás normas concordantes.  
  

JURAMENTO 

 

Manifiesto bajo la gravedad de juramento no haber interpuesto acción de tutela por 
los mismos derechos fundamentales contra la CONTRA COMISIÓN NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL, la ALCALDÍA DIISTRITAL DE BARRANQUILLA, la 
SECRETARÍA DE GESTIÓN HUMANA DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA, y la 
OFICINA DE REGISTRO DE TRANSITO DE LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y 
SEGURIDAD VÍAL DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA.  

 

NOTIFICACIONES 

 

Sírvase notificarme en la calle 53 # 22-68 o al correo 

gonzalezpallares2490@gmail.com 

 
Del señor Juez. 

Atentamente. 

Yo Carmen Dilia Gonzalez Pallares 

CC 1.143.425.570 de barranquilla 


